Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:17). 
—En consideración el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑORA AYALA.- Antes de comenzar con el tratamiento de los artículos que habíamos presentado 
para modificar el Código de la Niñez y la Adolescencia, quería plantear que trabajando con los 
compañeros que nos asesoran técnicamente, estuvimos viendo la posibilidad de suprimir algunos 
artículos y modificar la redacción de otros. Para eso, trajimos el repartido —vamos a pedirle a secretaría 
que se los haga llegar a cada uno de los señores senadores-— y queríamos solicitar a los miembros de 
la comisión la posibilidad de invitar a algunas instituciones para que nos den su opinión acerca de las 
modificaciones planteadas. Entre ellas, me gustaría invitar a la comisión redactora de las 
modificaciones del Código del Proceso Penal y del Código de la Niñez y la Adolescencia -que 
trabajaron durante muchos meses— y también al INAU para que puntualmente nos den su opinión 
sobre las modificaciones que queremos hacer al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Quería hacer este planteo y saber cuál es su opinión, más allá de que comencemos a discutir 
los artículos. 


Dado que la comisión redactora está integrada por la Fiscalía de Corte, la Suprema Corte de 
Justicia y otras instituciones, me parece bueno que asista la comisión en sí, que tiene la representación 
de esas otras instituciones. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes de entrar a la consideración del proyecto de ley, dada la discusión que 
se dio el otro día, voy a solicitar que se priorice el tratamiento de tres proyectos de ley: Enriquecimiento 
ilícito; Delitos de corrupción en el ejercicio de la función pública; y Lucha contra la delincuencia y 
prevención del delito. 


Obviamente, no pretendo que se traten en el día de hoy, pero sí que se incluyan en el orden 
de prioridad y que cada partido tenga su respuesta para la próxima sesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los proyectos de ley serán repartidos a los miembros de la comisión, a los 
efectos de que los partidos puedan ir tomando posición. 


La señora senadora Ayala propone convocar a la próxima sesión veamos cuándo es, 
pero en principio, no más allá del próximo martes— a la comisión redactora de las modificaciones al 
CNA y al CPP, integrada por la Fiscalía de Corte, la Suprema Corte de Justicia, entre otras 
instituciones, y al INAUÚ, a los efectos de que nos den su opinión sobre las nuevas modificaciones que 
se quieren hacer al CNA. 


Vamos a votar si se convoca al INAU y a los representantes de la comisión redactora de las 
modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia y al Código del Proceso Penal. 


(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Retomamos la toma de la versión taquigráfica para dejar sentadas las conclusiones sobre la 
probable necesidad de postergación. 


SEÑOR MIERES.- La propuesta es que esta comisión, a través de sus integrantes, haga llegar a los 
distintos partidos y al Poder Ejecutivo, la preocupación por la necesidad de establecer un plazo nuevo 
—que sea lo más breve posible y antes de fin de año- para la entrada en vigencia del Código del 
Proceso Penal, habida cuenta que la modificación del Código de la Niñez y la Adolescencia y el 
tratamiento de estas normas en la segunda Cámara, no cierra con el plazo actual del 16 de julio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se está proponiendo una conversación con todos los partidos con 
representación parlamentaria. Por otro lado, la propuesta de esta comisión en cuanto a buscar un plazo 
alternativo al del 16 de julio, debería ser trasladada a la Cámara de Representantes en tanto que la 
Rendición de Cuentas entrará a considerarse en ese ámbito y, sobre todo, las modificaciones al 
proyecto de ley que vamos a tratar hoy. 


SEÑOR CAMY.- Simplemente quiero dejar la constancia de que respaldo esta propuesta, pero como 
no está presente el señor senador Heber no quiero que se tome como una decisión de todo el partido. 
Hemos venido trabajando en la misma dirección y supongo que estará de acuerdo. De todos modos, 
voy a trasladar al partido la situación de mi sector. 


SEÑOR BORDABERRY.- Apoyo lo expresado por el señor senador Mieres. Me siento representado en 
sus palabras. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En función de que estos temas tenían que ver con acuerdos políticos, nos 
comprometemos a trasmitir esta preocupación al presidente del Frente Amplio para que a su vez se la 
comunique al presidente de la República que estuvo en la Torre Ejecutiva cuando se acordó, sobre 
todo, el tema de la fecha. Lo demás era un asunto a solucionar en el Parlamento y así lo decía el 
acuerdo, pero lo de la fecha era un tema acordado entre todos. Por lo tanto, creo que es pertinente 
trasmitir al presidente de la República que el sistema político está de acuerdo con esta postergación. 


SEÑORA AYALA.- Antes de comenzar a analizar el punto, me quedé con algo que había solicitado el 
señor senador Bordaberry en cuanto al tratamiento de algunos proyectos sobre enriquecimiento ilícito y 
demás. Quería trasmitirles que la bancada del Frente Amplio, luego de que propusimos derogar el 
artículo 162, entre otros, empezamos a trabajar con algunos compañeros sobre la posibilidad de hacer 
un planteo en la dirección que señaló el señor senador Bordaberry. Por lo tanto, vamos a trabajar en el 
mismo sentido. 


SEÑOR MIERES.- Simplemente, hago este planteo para que lo estudiemos en la semana, antes de la 
próxima sesión. Nos llegó un pronunciamiento del Departamento de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses sobre el artículo 184, numeral 2, y voy a solicitar a secretaría que distribuya este documento. 
El planteo sostiene que el numeral 2 del artículo 184, al establecer que el imputado puede ser objeto 
de pruebas biológicas y mínimas intervenciones corporales, aún sin su consentimiento, viola derechos 
constitucionales. Entonces, correspondería estudiarlo debidamente ya que estamos haciendo ajustes 
finales a la normativa. El artículo 184 se refiere al examen corporal del imputado y, obviamente, el 
problema está en el 184.2 que dice: «Con esa finalidad, aun sin el consentimiento del imputado pueden 
efectuarse pruebas biológicas y mínimas intervenciones corporales, siempre efectuadas por profesional 
especializado». Me parece que ahí hay un problema de rango constitucional porque, seguramente, es 
bastante discutible que se le pueda hacer un examen o extraerle muestras a una persona sin su 
consentimiento. De todas maneras, lo planteo para que lo estudiemos la semana que viene. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde que la secretaría reparta el documento que entregó el señor 
senador Mieres. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ayer se planteó en la Comisión de Trata de Personas, una norma que, si 
bien no es exactamente igual, va en el mismo sentido. El señor senador Carámbula nos dijo que en la 
Comisión de Salud Pública se estaba planteando este tema y había una cantidad de antecedentes, que 
sería bueno que se pidieran. 


A su vez, se puede buscar en la División Estudios Legislativos todas las normas sobre bancos 
de ADN, etcétera, porque creo que esto, justamente, apunta a poder comparar la evidencia física o de 
huella que haya quedado en la escena del crimen. 


Reitero el pedido a la secretaría en el sentido de conseguir esos antecedentes porque, si mal 
no recuerdo, hay algún proyecto de ley aprobado y hasta que no contemos con todo el material no me 
puedo pronunciar ni a favor ni en contra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A propósito de la discusión que tuvimos ayer sobre el proyecto de ley de 
trata de personas —que es muy cuidadoso en recabar el consentimiento informado de las víctimas, 
tanto para hacerle una pericia psiquiátrica como para un test de HIV— digo que es muy preceptivo 
respecto al consentimiento informado. En esta ocasión, se anticipó que existía en el sistema de salud y 
en las leyes vigentes la posibilidad de que este consentimiento no fuera recabado y fuera preceptiva la 
opinión del médico en estas intervenciones. Entonces, creo que es bueno tener todos los 
antecedentes, porque a mí también me quedó la duda de en qué casos se permite y en cuáles no. 


SEÑOR MIERES..- El tema no refiere a que, obviamente, cuando hay una investigación a partir de la 
comisión de un delito aparecen huellas y elementos que pueden ser vinculados biológicamente a 
alguien. Esta es una manera correcta de obtener pruebas. El tema surge cuando se solicita —y ese es 
el caso que está planteado- a una persona que ya está imputada, o se la está investigando, que se 
someta a una extracción de muestras aun contra su voluntad. Sin embargo, lo que se incautó en una 
indagatoria es perfectamente válido, el problema surge cuando se le impone a una persona que, por 
ejemplo, se le extraiga un cabello o se le haga vaya a saber qué procedimiento, porque tampoco está 
claro cuál es el alcance de la prueba que se permite contra su voluntad. 


SEÑOR BORDABERRY.- No resistí la tentación de recordar la norma que existe en materia de 
investigación de la paternidad en la cual, si la persona no acepta someterse a la investigación es una 
fuerte presunción de que es el padre y sobre eso se falla. En este caso podría ser un camino. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde ingresar al orden del día, cuyo único punto es: «Carpeta n.* 
818/2017. Código de la Niñez y la Adolescencia. Se modifican artículos de la Ley n.* 17823, de 7 de 
setiembre de 2004. (Distribuido n.* 1285/2017)». 


Cabe aclarar que se distribuyó el comparativo, así como algunas modificaciones que vamos a 
ir introduciendo cuando corresponda. 


Léase el artículo 1.*. 
(Se lee). 


«Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 75 del Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por Ley 
N? 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 75. En todos los casos en que se investigue la responsabilidad del adolescente, se seguirá 
el procedimiento previsto en el Código del Proceso Penal, aprobado por Ley N* 19.293, de 19 de 
diciembre de 2014 y sin perjuicio de lo establecido en las normas siguientes"». 


—En consideración. 


Cabe aclarar que en este caso tenemos una modificación, por lo que pediría a la señora 
senadora Ayala que explicara de qué se trata. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, se trata de una modificación en la redacción del artículo. Propondría 
que se le diera lectura y que después, entre todos, veamos por cuál de las dos redacciones optamos 
votar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la modificación presentada en el día de hoy. 
(Se lee). 


«ARTÍCULO 75. En todos los casos en que se investigue la responsabilidad del adolescente, 
el procedimiento se ajustará a lo establecido por este Código y en forma subsidiaria para lo no previsto 
por lo dispuesto en el Código del Proceso Penal, ley N” 19.293 de 19 de diciembre de 2014 y sus 
modificativas, con excepción de lo establecido en los artículos 272 y 273 del Título ll, Libro Il del 
referido cuerpo normativo”». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay que explicarlo porque no está en las normas referidas. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, lo que estamos definiendo en este artículo, más allá de la redacción, es 
a qué vamos a atenemos a la hora de proceder. Acá se está planteando que nos remitamos al Código 
de la Niñez y la Adolescencia y no al CPP. Es eso lo que establece este artículo. 


SEÑOR MIERES.- Más allá de que tengo alguna sugerencia de redacción, me parece razonable lo que 
se está planteando, pero me gustaría saber la excepción, es decir, a qué refieren los artículos 272 y 
273. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los artículos 272 y 273 están en el título 11, Del Proceso Extraordinario en 
Materia de Crímenes y Delitos. 


Léase, en primer término, el artículo 272. 
(Se lee). 


«Artículo 272. (Procedencia).- Se aplicará el proceso abreviado para el juzgamiento de 
hechos cuya tipificación por el Ministerio Público dé lugar a la aplicación de una pena mínima no 
superior a seis años de penitenciaría o de una pena de otra naturaleza, cualquiera fuere su entidad. 


Será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos que se le atribuyen y de los 
antecedentes de la investigación, los acepte expresamente y manifieste su conformidad con la 
aplicación de este proceso. La existencia de varios imputados no impedirá la aplicación de estas reglas 
a algunos de ellos. 


En ese caso, el acuerdo celebrado con un imputado no podrá ser utilizado como prueba en 
contra de los restantes». 


—Léase el artículo 273. 
(Se lee). 


«Artículo 273. (Procedimiento).- El proceso abreviado se regirá por lo establecido en el 
proceso ordinario, con las siguientes modificaciones: 


273.1 Desde la formalización y hasta el vencimiento del plazo para deducir acusación o 
solicitar sobreseimiento, el fiscal podrá acordar con el imputado la aplicación del proceso abreviado. 


273.2 La aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por el imputado, 
será considerada por el Ministerio Público al momento de solicitar la pena, pudiendo disminuir la 
solicitud hasta en una tercera parte de aquella aplicable al caso concreto. 


273.3 El juez, en audiencia, verificará el cumplimiento de los requisitos del artículo 272 de este 
Código así como que el imputado hubiere prestado su conformidad con conocimiento de sus derechos, 
libre y voluntariamente. Si entendiera que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, declarará su 
inadmisibilidad. En este caso, la pena requerida en el proceso abreviado no será vinculante para el 
Ministerio Público y la aceptación de los hechos y de los antecedentes de la investigación por parte del 
imputado se tendrá por no formulada. 


273.4 En la misma audiencia, el juez dictará sentencia, la que en caso de ser condenatoria, no 
podrá imponer una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público». 


SEÑOR MIERES.- Si no entiendo mal, la idea es que el procedimiento abreviado no se aplique a los 
menores. 


Me parece que deberíamos modificar la nueva redacción. Donde dice: «se ajustará a lo 
establecido por este Código y en forma subsidiaria para lo no previsto por lo dispuesto en el Código del 
Proceso Penal...», yo quitaría la expresión «para lo no previsto» porque es redundante. Incluso, puede 
generar un problema de comprensión. Quedaría: «y en forma subsidiaria por lo dispuesto en el Código 
del Proceso Penal». 


SEÑOR BORDABERRY.- Con respecto al proyecto de ley presentado, creo que se propone una 
modificación sustancial ya que no se va a aplicar el Código del Proceso Penal sino el Código de la 
Niñez y la Adolescencia modificado. 


Me gustaría que se desglosaran esos artículos para analizar la propuesta que se acaba de 
entregar —no hacerlo a las corridas— y comparar el procedimiento del CNA con el Código del Proceso 
Penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores senadores están de acuerdo con la propuesta del senador 
Bordaberry, enviamos también la versión que llegó hoy de esos artículos —o, en su defecto, las dos 
últimas versiones— a la comisión redactora y al INAU para que las tomen en consideración en su 
comparecencia en la próxima sesión. 


En consideración el artículo 2*. 


SEÑORA AYALA.- Quiero aclarar que el próximo artículo va de la mano del primero porque al cambiar 
un poco la forma de realizar el proceso, queda desarrollado en el artículo 76. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuál es la propuesta: desglosarlo o tratarlo? 
SEÑORA AYALA.- Podemos leerlo e ir analizándolo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 2.*. 

Léase el artículo 2.*. 

(Se lee). 


«Artículo 2.- Sustitúyese el Artículo 76 del Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
ley N* 17.823 de fecha 07 de setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 76. (Procedimiento). 


1) Actuaciones previas al proceso. 


Cometidos de la autoridad policial. Sin perjuicio de las garantías que establece el Código del Proceso 
Penal, cuando proceda la detención del adolescente conforme lo dispone el artículo 74, la autoridad 
aprehensora, bajo su más seria responsabilidad deberá: 


a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona y su reputación. 


b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento de la Fiscalía competente o en un plazo máximo de 
dos horas después de practicada la detención. 


Cuando el Ministerio Público tome conocimiento que el adolescente se encuentra en la situación 
prevista en el Artículo 117 de este Código, lo pondrá en conocimiento del tribunal competente. 


En materia de responsabilidad penal de adolescentes, nunca podrá fundamentarse ni motivarse el 
mayor rigor de una medida cautelar o definitiva en las situaciones de pobreza, exclusión, marginalidad 
social o en la falta de contención familiar que sufriera el adolescente. Estos supuestos, por el contrario, 
motivarán a las fiscalías y a los tribunales de la materia Familia para una adecuada protección de 
derechos. 


2) Norma especial. 


En toda intervención del Ministerio Público en la etapa indagatoria preliminar, así como en todas las 
audiencias en las que participe como parte un adolescente, se procurará la presencia de padres o 
responsables. 


La Fiscalía y el Tribunal deberán garantizar que el adolescente y sus padres o responsables, sean 
informados de los hechos que motivaron su detención así como los derechos que le asisten. 


3) Diligencias probatorias necesarias. 


Durante el proceso deberán diligenciarse necesariamente los siguientes medios probatorios: testimonio 
de la partida de nacimiento del adolescente o en su defecto de su cédula de identidad. 


Culminada la audiencia de formalización, se efectuará un informe técnico, el cual deberá realizarse en 
un plazo máximo de 15 días e incluirá una evaluación médica, psicológica, socioeconómica, familiar y 
educativa. 


4) Medidas Cautelares. 


Se podrán aplicar las medidas cautelares previstas por el artículo 221 del Código del Proceso Penal, 
siempre que sean a solicitud del Ministerio Público y luego de oída la defensa, a dichos efectos deberá 
ser tenido en cuenta lo dispuesto por el artículo 224 del Código del Proceso Penal. 


5) Procedimiento. 


Bajo la más seria responsabilidad de jueces y fiscales los procesos que se tramiten no podrán exceder 
de seis meses para los casos de infracciones graves y un año cuando se responsabilice al adolescente 
por una infracción gravísima, dicho plazo se contará desde el día siguiente a la celebración de la 
audiencia de formalización y hasta el dictado de la sentencia de primera instancia. 


. Desde la notificación que admite la solicitud fiscal de formalización de la investigación, el 
Ministerio Público tendrá un plazo de treinta días, perentorios e improrrogables para deducir acusación 
O solicitar el sobreseimiento. 


. Deducida la acusación, se dará traslado a la defensa, quien tendrá un plazo de treinta días, 
perentorios e improrrogables para contestar la acusación y ofrecer prueba. 


Si hubiera varios enjuiciados con diversos defensores, el plazo para evacuar el traslado será común a 
todos ellos. 


. Vencido el plazo que antecede y en un plazo no superior a los 10 días el Juez convocará a 
las partes y a la víctima, si hubiere comparecido a la audiencia de formalización, a una audiencia de 
control de acusación, según dispone el artículo 268 del Código del Proceso Penal. 


. El auto de apertura a juicio oral contendrá lo dispuesto en el artículo 269 del Código del 
Proceso Penal, dispondrá la fecha de realización de la audiencia, que deberá celebrarse antes de los 
30 días de notificado el auto referido. 


. La sentencia deberá ser dictada al finalizar la audiencia, salvo que por razones debidamente 
fundadas y por la complejidad del asunto a tratarse, podrá diferirse por única vez hasta por 15 días. 


. Dictada la sentencia de primera instancia, se tendrá presente el derecho que reconoce el 
artículo 94 de este Código. En cambio, no se aplicará al adolescente el instituto de libertad anticipada. 


6) El defensor tiene el deber, bajo su más seria responsabilidad, de comunicar al adolescente toda 
resolución judicial pronunciada en el proceso de que sea parte, en términos sencillos y claros, 
evacuando todas las dudas que le plantee». 


En consideración. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Creo que vamos a concluir en que necesitamos más tiempo para analizar y 
comparar esta nueva redacción. Además, quisiera ver si podemos incorporar la ley de creación del 
Inisa porque de alguna manera también habla de medidas socioeducativas privativas y no privativas y 
quizás sea el momento de adecuar términos. Tal vez tengamos que dejar esto como está, pero me 
gustaría incorporar el análisis de esa ley porque existe y es de esta legislatura. 


Independientemente de que me hago cargo de que no va a contradecir al CNA, puede haber 
algo a tener en cuenta en esta formulación tan extensa que fue leída recién. Por eso, estoy de acuerdo 
en que se desglose este artículo tan extenso para analizarlo punto por punto, a los efectos de no 
equivocarnos. Como dije, pido que se agregue la ley referida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores senadores están de acuerdo, queda desglosado el artículo 
2.2 


Quiero dar un tirón de orejas a mi propia bancada, el Frente Amplio. Solicito formalmente a la 
bancada oficialista que entregue con 24 horas de antelación, por lo menos, los documentos a ser 
considerados en esta comisión, a fin de que todos los partidos políticos puedan venir con una posición 
tomada. 


En consideración el artículo 3.”, que es la sustitución del artículo 83. 


Hay una modificación. Al final del artículo se agrega: «disponiendo en caso afirmativo la 
clausura de las actuaciones». 


SEÑOR BORDABERRY.- Me inclino por votar este artículo en su redacción original. Si uno va al 
artículo 382 que está en el Título | y al Título Il verá que estos medios alternativos a la solución del 
conflicto refieren a la mediación extraprocesal, a la suspensión condicional del proceso y en el artículo 
391 se establece que, en caso de que se incumplan las condiciones pactadas, el juez, a petición fiscal 
y pedido de traslado, puede revocar la suspensión del proceso. Me llama un poco la atención el 


agregado que dice: «disponiendo en caso afirmativo la clausura de las actuaciones». Si puede 
revocarlo en caso de incumplimiento, no deberíamos sumarle eso, sino que habría que dejar la 
redacción original. Creo que habría que ir por ese lado. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el mismo sentido que el señor senador, señalo que, en el caso específico de 
los adolescentes, las medidas —-que son socioeducativas— pueden tener efecto o no. De repente hay 
que buscar una medida socioeducativa alternativa. Teniendo en cuenta que son medidas 
socioeducativas en el marco de los adolescentes, el interés es que puedan cumplirse y no sean una 
sanción. Si generamos la instancia de no poder rever y modificar alguna medida socioeducativa, de 
alguna manera estamos quitándoles garantías a los propios adolescentes cuando la idea es que 
puedan trabajar sobre esas medidas socioeducativas. Por lo tanto, me inclino por la redacción original 
del artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 3.2 con la redacción original. 
(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4”. 
(Se lee). 


«Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 85 del Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 85. (Non bis in ídem). Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, el 
adolescente tiene derecho a que se aplique solo una medida privativa o no privativa de libertad”». 


SEÑORA AYALA..- Para este artículo hemos presentado una modificación; solicito que se le dé lectura. 
Luego de ello voy a solicitar que, sin versión taquigráfica, nuestras asesoras expliquen esta 
modificación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la modificación propuesta. 
(Se lee). 


«Artículo 85 (“Medidas a aplicar”). El Juez podrá aplicar, de las medidas enunciadas en los 
artículos precedentes, todas aquellas que entienda convenientes, siempre y cuando no se 
contrapongan entre sí, teniendo siempre en cuenta el interés superior del adolescente, el principio de 
proporcionalidad y la idoneidad de las medidas, con la finalidad de propender al pleno desarrollo de su 
persona así como sus capacidades, tendiendo a su integración familiar y social». 


—En consideración. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que estos artículos contienen demasiadas palabras. Sugiero que 
las frases no tengan más de quince porque dicen que cuando uno llega a la número dieciséis ya perdió 
el hilo de la primera. Este artículo tiene sesenta y seis palabras corridas. Propondría que dijera: «El 
juez podrá aplicar, de las medidas enunciadas en el artículo precedentes, todas aquellas que entienda 
convenientes, siempre y cuando no se contrapongan entre sí. Para ello deberá tener siempre en 
cuenta el interés superior del adolescente, el principio de proporcionalidad y la idoneidad de las 


medidas, con la finalidad de propender al pleno desarrollo de su persona así como sus capacidades, 
tendiendo a su integración familiar y social». 


(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4.* de la versión 
nueva con la modificación propuesta por el señor senador Bordaberry. 


(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 5.”, que es la sustitución del artículo 86. 


Dado que esta disposición se va a eliminar, solicito a la señora senadora Ayala que lo explique 
para no leerlo. 


SEÑORA AYALA..- En realidad, cuando la asesora nos explicó el artículo 4.%, también se refirió al 5.*. 
Como votamos el artículo 4. no es necesario que modifiquemos el artículo 86 original del Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Entonces queda vigente el actual. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5.*. 
(Se vota). 
—0 en 8. Negativa. 
En consideración el artículo 6.*. 
SEÑORA AYALA.- El artículo 6.2 se suprime por el mismo motivo que el artículo 5.”. 
Por supuesto que queda vigente el artículo 87 original del Código de la Niñez y Adolescencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6.*, que es la 
modificación del artículo 87. 


(Se vota). 
—0 en 8. Negativa. 


Léase el artículo 7.”, que es la modificación del artículo 94. Aclaro que se va a leer la versión 
nueva del artículo 7.*, que es el artículo 5 del repartido. 


(Se lee). 


«Artículo 5.- Sustitúyese el Artículo 94 del Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
ley N* 17.823 de fecha 07 de setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 94 (Procedimiento por modificación o cese de las medidas). 


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 116 bis del presente Código, el adolescente tiene 
derecho a plantear la sustitución, modificación o cese de la medida socioeducativa dispuesta por 
sentencia. 


Deberá decretarse el cese, cuando se compruebe que la medida ha cumplido su finalidad. 
Se decretará la sustitución o modificación, cuando la decretada ya no resulte idónea. 


La Defensa podrá plantear la sustitución, modificación o cese de la medida a partir del dictado 
y hasta el cumplimiento total de la sentencia. 


El pedido se ajustará y sustanciará de acuerdo a lo establecido en los artículos 278 a 280 del 
Código del Proceso Penal. En todo caso, la audiencia se celebrará a los cinco días de evacuado el 
traslado o vencido el plazo. 


Si el adolescente se hallare en libertad al momento de la ejecutoria de la sentencia que 
dispone medida de privación de libertad, se dispondrá su ingreso a la institución responsable de 
gestionar la misma, salvo que esté en trámite el incidente a que refiere este artículo. 


La interposición del incidente suspenderá el ingreso al establecimiento hasta el dictado de la 
resolución de primera instancia que lo resuelve, la que será apelable sin efecto suspensivo.» 


En consideración. 


SEÑOR MIERES.- Si no entendí mal, la modificación que se sugiere a la redacción propuesta por la 
Fiscalía de Corte, es decir el proyecto de ley al que dimos estado parlamentario, es que en lugar de la 
referencia al Inisa se establece más genéricamente a las instituciones que corresponda. Esto me 
parece bien, porque el destino no necesariamente tiene que ser siempre el Inisa. Personalmente estoy 
de acuerdo. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 94 con la redacción corregida y aumentada. 
(Se lee). 


—«Artículo 94 (Procedimiento por modificación o cese de las medidas). Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 116 bis del presente Código, el adolescente tiene derecho a promover la 
sustitución, modificación o cese de la medida socioeducativa dispuesta por sentencia. 


Deberá decretarse el cese, cuando se compruebe que la medida cumplió su finalidad. 
Se decretará la sustitución o modificación, cuando la dispuesta ya no resulte idónea. 


La Defensa podrá plantear la sustitución, modificación o cese de la medida a partir del dictado 
y hasta el cumplimiento total de la sentencia. 


El pedido se ajustará y sustanciará de acuerdo a lo establecido en los artículos 278 a 280 del 
Código del Proceso Penal. En todo caso, la audiencia se celebrará a los cinco días de evacuado el 
traslado o de vencido el plazo para hacerlo. 


Si el adolescente se hallare en libertad al momento de ejecutoriada la sentencia que dispone 
medida de privación de libertad, se dispondrá su ingreso a la institución responsable de gestionar la 
misma, salvo que esté en trámite el incidente a que refiere este artículo. 


La interposición del incidente suspenderá el ingreso al establecimiento hasta el dictado de la 
resolución de primera instancia que lo resuelve, la que será apelable sin efecto suspensivo». 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 8.”, que es la modificación del artículo 95. Se va a leer la nueva versión que 
corresponde al artículo 6. 


(Se lee). 


«Artículo 6.- Sustitúyese el Artículo 95 del Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
ley N* 17.823 de fecha 07 de setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 95 (Traslado de infractores). 


La internación de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su centro de vida, se limitará al 
mínimo posible. 


Cuando se disponga la medida socioeducativa privativa de libertad fuera de ese lugar, el 
tribunal declinará competencia ante la sede competente en razón del territorio, remitiendo el mismo día 
testimonio del expediente.” 


SEÑOR MIERES.- Creo que la modificación del concepto de «domicilio» por «centro de vida» puede 
generar confusiones. Entiendo que a veces el domicilio es variable, pero estamos hablando de un 
criterio geográfico para determinar la competencia y la jurisdicción donde se va a aplicar una pena. Por 
lo tanto, no me parece que sea razonable que se modifique y se ponga «centro de vida» y lo mismo 
observo en el siguiente párrafo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá me explican que la expresión «centro de vida» aparece en la mayoría 
de los tratados internacionales que refieren a menores. 


SEÑORA AYALA.- Otra cosa que queremos plantear es que probablemente alguno de los menores no 
tenga domicilio, pero sí un centro de vida. La modificación se plantea en ese sentido. 


SEÑOR MIERES. - La pregunta es si en el resto del Código de la Niñez y la Adolescencia se usa la 
expresión: «centro de vida». De no ser así, tendríamos un problema porque, por un lado, usamos la 
expresión, «domicilio» y, por otro, «centro de vida». En mi opinión, estamos mezclando conceptos, 
gratuitamente. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 
—Quiero hacer una pregunta adicional. 


Me parece bueno mantener el concepto de domicilio para evitar interpretaciones confusas, 
pero no entiendo por qué se elimina el tercer inciso —que figura en la versión original y actualmente 
vigente del Código de la Niñez y la Adolescencia—, que establece una obligación fuerte sobre el 
funcionario que se hace cargo del traslado, al decir «Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia 
certificada del expediente en sobre cerrado, que será entregado por el funcionario que lo traslade, bajo 


su más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno del lugar de la internación» y se sustituye 
todo eso por «remitiendo el mismo día testimonio del expediente». 


Me parece importante mantener la obligación del funcionario que realice el traslado de, al 
mismo tiempo, llevar la copia certificada del expediente y que se asuma que existe una grave 
responsabilidad funcional en caso de no hacerlo. No hago cuestión, pero me parece que sería mejor. 


Al final, me parece que el artículo 95, original, no debería ser modificado, porque así no 
tocamos la palabra «domicilio». Además, si mantenemos este tercer inciso que pone a cargo del 
funcionario una mayor responsabilidad, no habría necesidad de modificarlo. 


SEÑORA PAYSSÉ. - Como acabamos de acordar que solicitaremos la presencia del INAU y de alguna 
otra autoridad, para que nos asesoren sobre esto, entiendo que en esa oportunidad consultaremos 
sobre los términos «domicilio», «residencia habitual» y «centro de vida». Por lo tanto, me parece que 
podemos afiliarnos a votar. 


En mi caso diría de votar la palabra «domicilio» porque es lo que más se aproxima al 
concepto, pero no por querer evitar hablar de «centros de vida». 


Ahora bien, creo que tenemos una oportunidad para intercambiar ideas y luego tomar la 
decisión final. De todas maneras, me parece que ello no impide votar este artículo. 


Con referencia a lo manifestado por el señor senador Mueres —quien habla planteó la 
posibilidad de tener a mano la ley de creación de Anisa, aunque veo que en el sustituto se habla de 
medidas socioeducativas y se tienen en cuentas esas cosas— me afilio más al lenguaje de la redacción 
del último sustitutivo, que refiere a las medidas socioeducativas privativas, o no privativas, de libertad 
—pero todas medidas socioeducativas—, porque es esa la base del sistema penal, y no al CNA actual 
que habla de menores o adolescentes infractores. 


No sé si remitiendo el mismo día el testimonio del expediente no se sintetiza esta redacción 
del CNA actual que, de alguna manera, para mí indica un procedimiento detallado, a mi juicio, 
innecesario en una legislación moderna. 


Me inclino, señora presidenta, por votar el planteo de modificar el artículo 95, que nos llega 
hoy, sustituir la expresión «su centro de vida» por «su residencia habitual», y preguntar sobre ese 
término en el marco de las consultas que realizaremos. 


El domicilio puede no ser la residencia habitual, es decir, puede ser el que está formalmente 
detallado y no ser la residencia habitual. 


En ese caso, ahí estaríamos haciendo un intermedio entre el domicilio y el centro de vida, 
pero como será consultado, lo que se considere mayoritariamente en la comisión será lo que propongo 
votar para tener adelantada la aprobación de este artículo 6. en la nueva formulación y 8.”, según el 
comparativo de la página 17. 


SEÑORA AYALA. - Simplemente, deseo hacer un aporte. 


En algún otro artículo del Código de la Niñez y la Adolescencia se utiliza domicilio o 
residencia habitual. Eso no cambia. Si les parece, podríamos ponerlo así y de ese modo cerramos la 
discusión. 


SEÑOR BORDABERRY. - Quiero referirme a la óptica del operador jurídico. Este operador necesita 
siempre precisión en estas cosas porque si vamos a darle la oportunidad de que diga: «Mire que mi 
centro de vida es en otro lado» —concepto difícil de precisar—, obviamente se presta a que se haga mal 


uso de las normas. Lo que necesitan el juez y el operador es algo concreto: ¿dónde vive usted? ¿Cuál 
es su domicilio? Esto fija todo lo que viene después. 


Además, en la primera audiencia ya se le pregunta cuál es su domicilio. Lo primero que se 
pregunta es nombre, documento de identidad y domicilio. No se le pregunta dónde es su centro de 
vida. Se dice: ¿dónde vivís? En tal lado. Por lo tanto, poner domicilio o residencia habitual parece más 
preciso a los efectos de después no permitir cambios para influir en las decisiones que toma el juez. 


SEÑORA PRESIDENTA. - Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta de la señora 
senadora Ayala que es la redacción original con el término domicilio/ residencia habitual, y que quede 
a consulta. 


(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración, el artículo 9. del comparativo, que tiene una redacción modificada en el artículo 7.*. 
Léase. 
(Se lee). 


Luego del acápite dice así: «“ARTÍCULO 96. (Reserva).- Queda prohibida la identificación de 
la persona del adolescente por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio del derecho a informar 
los hechos. 


Los funcionarios que faciliten información en contravención a lo dispuesto en el artículo 
anterior, serán pasibles de suspensión de diez a treinta días y en los casos de reiteración, a la 
destitución». 


El texto es igual. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer una corrección de redacción: donde dice «a la destitución» 
debe decir «de destitución». 


SEÑORA PAYSSÉ.- Me parece que la referencia no es al artículo anterior, sino al inciso anterior. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene razón la senadora Payssé hay que sustituir «artículo» por «inciso». 


SEÑORA PAYSSÉ.- En esta disposición estamos en un tema totalmente diferente al del artículo 
anterior, que es el 95. El artículo 96 tiene un primer inciso que dice que está prohibida la identificación 
de la persona. Por su parte, el segundo inciso tiene que ver con las sanciones a los funcionarios que 
violentan esa norma. Por lo tanto, la referencia que allí se establece tiene que ser al inciso primero o al 
inciso precedente de este artículo pero nunca al artículo anterior que, repito, en este caso sería el 95. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si estamos de acuerdo, pasamos a votar la modificación del artículo 9." 
original con la corrección «inciso anterior» en lugar de «artículo anterior» y «de destitución» en lugar de 
«a la destitución». 


(Se vota). 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 10, versión original, artículo 8.”, en el repartido entregado hoy, que tiene que 
ver con la modificación del artículo 97. 


(Se lee). 


«Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 97 del Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
Ley n.* 17823, de 7 de setiembre de 2004, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 97. (Publicidad en los procesos seguidos contra adultos y adolescentes).- Cuando 
en el proceso estén imputados adolescentes o adolescentes y adultos, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 135 del Código del Proceso Penal.”» 


—En consideración. 


SEÑOR MIERES.- El artículo 97 original dice: «En las infracciones previstas en el inciso tercero del 
artículo anterior, entenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, siguiendo el procedimiento legal 
para reprimir las faltas en el Derecho Penal de adultos». 


No entiendo por qué es sustitutito uno del otro ya que en realidad no tienen nada que ver. 


SEÑOR BORDABERRY.- Acá dicen que cuando en el proceso estén imputados adolescentes o 
adolescentes y adultos, se estará a lo dispuesto en el artículo 135 del Código del Proceso Penal que 
dice: «Las audiencias que se celebren una vez concluida la investigación preliminar serán públicas, 
salvo que el tribunal decida lo contrario por alguno de los siguientes motivos: 


a) por consideraciones de orden moral, de orden público o de seguridad; 


b) cuando medien razones especiales para preservar la privacidad y/o dignidad de las personas 
intervinientes en el proceso; 


Cc) cuando por las circunstancias especiales del caso, la publicidad de la audiencia pudiere perjudicar 
a los intereses de la justicia / comprometer un secreto protegido por la ley. 


Contra la decisión del tribunal solo cabrá el recurso de reposición». 


Me permito señalar que en el artículo anterior dijimos que queda prohibida la identificación del 
adolescente por cualquier medio de comunicación y ahora decimos que en el caso de que haya 
adolescentes o adolescentes y mayores, se estará a lo dispuesto en el artículo 135, que prevé que las 
audiencias se pueden hacer públicas. 


Entonces, esta es una decisión un poco más profunda. Yo sé que las audiencias van a ser 
públicas y que los acusados mayores de edad siempre van a tener un juicio público, pero cuando se 
someta a un adolescente ¿también lo vamos a hacer público? Es una decisión que implica hacer un 
cambio y pregunto si estamos de acuerdo con él, porque va en forma contraria a lo que acabamos de 
señalar. Quiero saber si esa es la intención y, si no, llamo la atención sobre el hecho. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Tenemos que ser muy cuidadosos porque el principio de reserva y de protección 
de la identidad de los adolescentes es un principio que, por lo menos nosotros, no tenemos intención 
de modificar. Habida cuenta de ello, creo que acá tenemos que salvaguardar ese principio y legislar en 
consecuencia. Debemos repasar este texto para saber si se adecua a esa protección o no porque, tal 
vez, en el caso de los adolescentes deberemos establecer a texto expreso que esa audiencia no debe 
de ser pública o tendría que tener carácter reservado. En otras palabras, esto es lo que recién señaló 
el señor senador Bordaberry. Este es uno de los temas más importantes a consultar, 
independientemente de que adelanto posición históricamente favorable a la protección de la identidad 
de los niños, niñas y adolescentes que, además, es un principio de la Convención sobre los Derechos 


del Niño. Entonces, tenemos que ver si este texto se adecua a esa protección o si deberemos 
desglosar este artículo a la espera de tener certeza de que lo que estamos votando no violenta dicho 
principio y cómo hacemos la adecuación al nuevo proceso acusatorio que estamos instalando en 
materia juvenil, pero que no puede violentar de ninguna manera los principios generales de protección 
de niños, niñas y adolescentes que están establecidos no solo en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia sino en la Convención sobre los Derechos del Niño. 


SEÑOR BORDABERRY.- Yo diría que, en realidad, el artículo debe redactarse exactamente al revés: 
«No será de aplicación el artículo 135 del Código Penal», si es que queremos dar la reserva 
correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a desglosar este artículo con la propuesta que señaló el señor 
senador Bordaberry de que el espíritu del artículo debería ser exactamente el inverso. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Es así y lo reafirmo porque ya lo señalé en mi intervención anterior. Ahora bien; el 
nomen jurís que tiene este artículo habla de publicidad en los procesos seguidos contra adultos y 
adolescentes y, en realidad, a quienes hay que proteger acá es a los adolescentes. Por lo tanto, 
incluso, tendríamos que ver si no tenemos que modificar también el nomen juris. Me afilio nuevamente 
a la tesis de desglosar este artículo. 


SEÑORA AYALA.- Propongo también el desglose del artículo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el desglose del artículo. 
(Se vota). 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración, el artículo 11 en la versión original, que es la modificación del 98 y el 9% en 
la versión modificada. 


Creo que este artículo no tiene modificaciones, pero sí observaciones. 


SEÑOR MIERES.- Tiene modificaciones con respecto al inciso tercero del actual artículo 96, que es al 
que refiere esto. Las modificaciones no son menores: la multa se multiplica por diez con respecto a la 
del actual artículo. La multa que se le aplicaría a los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el artículo anterior, en vez de ser entre 20 y 200 unidades reajustables, pasan de 200 a 
2000 unidades reajustables. 


Además, se establece otro procedimiento, es decir, se lo modifica: se establece que habrá 
una definición por vía administrativa a través del INAU y que el objeto de la multa que será aplicada por 
ese instituto «se considerará título ejecutivo». 


Después termina con un cambio en la competencia estableciendo que, frente a ese título 
ejecutivo, «Serán competentes en el juicio ejecutivo, los tribunales de la materia civil». 


¡Son cambios importantes!, por lo que me gustaría tener algún dato más antes de votarlo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos de acuerdo con que son cambios importantes 
SEÑORA PAYSSÉ.- Haré dos observaciones. 


La primera es que la referencia no tiene que ser el artículo anterior —que es el 97-, sino el 96, 
por razones obvias. Ya lo dijimos, pero quiero reafirmarlo. 


La segunda es que, en principio, me afilio a aumentar multas en estos casos porque la 
transgresión sistemática a esta norma del CNA no afecta a nadie pues se sigue transgrediendo con 
total impunidad. Por lo tanto, me parece que aumentar las multas en ese sentido es una medida que 
ayuda a la protección de los adolescentes que, reitero, indica no solo el CNA sino también la 
convención. Entiendo que es una modificación fuerte, pero la acompaño. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Apoyado. 

SEÑORA AYALA.- Apoyado. 

SEÑORA PRESIDENTA.- La bancada del Frente Amplio está en condiciones de votarlo. 

SEÑOR BORDABERRY.- Acá veo un par de cosas que me parece que son problemas de redacción. 
Dice: «Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en el artículo anterior... ». 

SEÑORA PAYSSÉ.- Ahí va «artículo 96». 

SEÑOR BORDABERRY.- Eso es lo primero. 


Después, en el acápite, dice: «Sustitúyese el artículo 98 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823... ». El artículo 98 (Recurribilidad), de dicha ley, dice: «La 
sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada». 


SEÑOR MIERES.- Eso desaparece. 


Los artículos 97 y 98 —yo me había confundido- refieren a un procedimiento previsto en el 
inciso tercero del artículo 96 actual, que es sustituido por este nuevo 98. Entonces, lo que hace la 
propuesta original de modificación es aprovechar los números para incorporar otros artículos porque el 
97 y 98 dejan de tener sentido por la forma que establece el nuevo artículo 98 de dirimir el tema de la 
multa. Ese es el juego de armonización. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera saber cómo se recurre esto, pues se dice si es «título ejecutivo» y 
para cobrar la multa se va a los juzgados civiles. Eso está claro. Es el mismo sistema que el de la 
Dirección General Impositiva, es decir, la resolución se considerará título ejecutivo y va al juzgado. 
Supongo que esta resolución puede ser recurrida y terminar en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑOR MIERES.- Debería ser así. 


SEÑOR BORDABERRY.- Estamos estableciendo algo que toda la doctrina y las cátedras -— ¡tan 
citadas últimamente!- establecen, que es el solve et repete, que debe evitarse y es que primero se 
paga y después se reclama. 


No debería suceder, pero si le aplican una multa de 2000 unidades reajustables a un pequeño 
diario del interior del Uruguay —no pensemos en los grandes medios de comunicación-, al día de hoy 
tendría que pagar $ 2:000.000. 


SEÑORA AYALA.- ¡Que cada uno se haga responsable de lo que diga! 


SEÑOR BORDABERRY.- Está muy bien, pero quizás ese medio es opositor al Gobierno departamental 
de Artigas y el oficialismo de ese momento, de mi partido, decide perseguirlo obligándolo a pagar una 
multa de $ 2:000.000 previamente y, de lo contrario, lo va a embargar. Entonces, creo que quien debe 


decirle que debe cuidarse de lo que manifiesta en el respeto por un Estado de derecho es siempre, en 
última instancia, el juez. 


SEÑOR MIERES.- Sí, a mí también me parece. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es el juez que debe determinar si efectivamente lo que dijo debía hacerlo o 
no. Es decir, siempre en un Estado de derecho eso parece básico. Estamos poniendo una multa muy 
grande y estableciendo un solve et repete que las cátedras de derecho tributario tanto critican, pese a 
que se ha declarado constitucional por la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores senadores están de acuerdo, la abogada Zapater solicita 
hacer uso de la palabra. 


Aclaro que, si nosotros lo votamos, los asesores pueden hacer uso de la palabra y su opinión 
constaría en la versión taquigráfica. 


Se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA ZAPATER.- En el proceso anterior del CNA estaba establecido que la multa la cobraban los 
tribunales de familia y no decía que era un título ejecutivo. Al no ser así, hay que establecer un 
procedimiento especial. En este caso, se está diciendo que el INAU, Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay, va a dictar una resolución que será título ejecutivo. Por lo tanto, va a regir el 
procedimiento que rige para cualquier parte del Estado cuando se dicta una resolución en un acto 
administrativo: se da vista a la parte, después se dicta la resolución, queda como título ejecutivo, pasa 
a la vía contenciosa y ahí cursa el procedimiento del título ejecutivo que rige en el CGP. Es decir que 
están dadas todas las garantías. En el ámbito administrativo, la persona se va a poder presentar y dirá 
que la multa es un exceso, habrá una resolución del jerarca del organismo, o sea del INAU, y están 
todas las vías recursivas administrativamente y las que son del proceso del ejecutivo, que están 
establecidas en el artículo 353 y siguientes del CGP. Me parece que lo relativo a la multa quedó un 
poco más prolijo que antes, en que se daba la competencia a los tribunales de familia que no tenían ni 
idea de qué tenían que controlar. 


SEÑOR MIERES.- Solicito que se desglose el artículo para estudiarlo un poco más. 


Por otra parte, para que lo pensemos para la semana que viene, señalo que el rango de la 
multa cuando es entre 20 y 200 es mucho más acotado que cuando pasa de 200 a 2.000. Me parece 
bien que aumentemos el valor de la multa, pero deberíamos discutir el rango porque la amplitud de la 
diferencia entre 200 y 2.000 es mucho mayor en término de entidad que la que existe entre 20 y 200, 
que es la actual. Creo que deberíamos reflexionar sobre cuál es la amplitud de la multa que se podría 
imponer. Asumimos que vamos a aumentarla, pero quizás haya que evaluar cuál es el techo, el umbral 
superior. 


SEÑOR BORDABERRY.- Apoyo totalmente lo dicho por el señor senador Mieres. Además, creo que no 
es lógico dejar eso abierto, quizás podríamos decir que la primera vez es 200 y si lo hace cinco veces 
es 2.000 seguro. Deberíamos establecer algún criterio para ir de 200 a 2.000. No es lo mismo el que se 
dedica sistemáticamente a violar la norma que uno que lo hizo una vez. 


Por otro lado, no sé si se ha pensado en cuál será el destino de esta multa. ¿Va a ir a Renta 
Generales? 


SEÑORA AYALA- Va para el INAU; tenemos que ponerlo expresamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que eso es bueno y es malo porque cuando las sanciones se 
convierten en una fuente de recursos, puede suceder que se sancione en demasía. Pero vamos a 
pensar el tema. 


Ya que vamos a estudiarlo, creo que debería quedar clara la defensa de la vía administrativa, 
la interposición de los recursos y la posibilidad de ir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Creo 
que el Código Tributario lo establece para situaciones similares. Creo recordar que en el Código 
General del Proceso para el juicio ejecutivo lo que uno puede hacer es interponer las defensas 
taxativamente establecidas allí y no ir a la acción causal; debe ir a las formalidades de la configuración 
del título ejecutivo y la acción causal es posterior o está vedada interponerla como una excepción. Si 
mal no recuerdo eso es del Derecho Comercial, los títulos ejecutivos y el Decreto Ley n.* 14701 que así 
lo establece. No creo que se pueda plantear la cuestión de fondo de la sanción como defensa en un 
juicio ejecutivo. De todos modos, si no fuera así, igual tendríamos que establecerlo. Diría que hay que 
estudiarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el desglose del artículo con tres observaciones: respecto al 
rango de la multa, al procedimiento y al destino de la multa. Trasladaremos estas observaciones a las 
delegaciones que concurrirán el martes próximo, especialmente al INAU. 


(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMNIDAD. 


En consideración el artículo 12, que es la sustitución del artículo 103 y corresponde al artículo 
10 en la nueva versión. 


—Léase el artículo 103 en la versión original. 

(Se lee). 

«ARTÍCULO 103. (Principio general). 

En cualquier estado del proceso procederá la clausura del mismo, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no es partícipe autor, coautor o cómplice de los 
hechos imputados. 


2) Cuando se comprobare que concurre alguna circunstancia eximente de pena. 


3) Cuando prescribió la acción por el hecho imputado. El plazo de prescripción será de dos 
años para los delitos gravísimos y un año para los graves.» 


—En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 103 original dice: «1) Cuando se comprobare que el adolescente 
no es responsable». No sé por qué se elimina, quizás porque se entiende que está incluido al decir: 
«Cuando se comprobare que el adolescente no es partícipe autor, coautor o cómplice de los hechos 
imputados». 


Por otra parte, si bien sé que viene de la norma original, el plazo de prescripción de dos años 
me parece brevísimo. Si un menor viola o mata, sabe que si zafa en dos años se termina el asunto. Me 
parece que ese no es un buen mensaje. En el caso de un hurto o de una infracción menor, todavía, 
pero ante un homicidio o una violación que a los dos años prescriba, creo que no es el mensaje 
adecuado. Sé que hemos tenido diferencias sobre estos temas en el pasado, pero llamo la atención 


sobre esto. El plazo parece un poco exiguo y, en caso de que se insista en esto, voy a pedir que se 
desglose el último inciso porque no lo voy a votar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recordemos que esto figura en el Código de la Niñez y la Adolescencia 
votado por todos los legisladores. 


SEÑORA AYALA.- Era lo que iba a decir. Esto figura en el código vigente, es decir, esos plazos ya 
están. El mismo inciso figura allí, eso no se cambió. Simplemente se cambia «ha prescripto» por 
«prescribió». Abriríamos una discusión que probablemente ya se tuvo años atrás. Por lo tanto, 
acompaño la propuesta. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Por la vía oblicua no quisiera introducir modificaciones al Código de la Niñez y la 
Adolescencia que no tienen que ver con los objetivos de las que estamos analizando, que es la 
adecuación de dicho código en la parte procesal para generar un equilibrio o brindar las mismas 
garantías que se están generando con el nuevo CPP. El Código de la Niñez y la Adolescencia puede 
ser cuestionado desde el primer artículo hasta el último; ese será un debate que se llevará a cabo en 
otras circunstancias. Lo que quiero dejar bien claro es que el planteo que está realizando el senador 
Bordaberry puede ser pertinente desde su mirada, pero no tiene que ver con las normas que 
necesitamos adecuar para poder echar andar, entre comillas —para que se entienda—, un «CPP de 
adolescentes». Por lo tanto, esta observación puede ser válida desde quien la quiera emitir, pero a mi 
juicio no es materia de análisis en estas circunstancias porque no hace a las modificaciones 
indispensables para poner en práctica un nuevo método también en materia de adolescentes. 


SEÑOR MIERES.- Entiendo y comparto lo que planteó la senadora Payssé en cuanto a que no 
estamos discutiendo el fondo de las normas infraccionales vinculadas a los adolescentes. En este 
momento no podemos discutir ni resolver porque estas disposiciones formarían parte de un debate 
mucho más sistemático sobre cuál es el régimen infraccional adolescente en lo sustantivo, solamente 
nos estamos refiriendo al proceso. De todas maneras, quiero dejar la constancia de que, leída hoy en 
perspectiva la norma, más allá de la votación que haya tenido en el año 2004, resultan un poco 
chocantes los plazos de prescripción tan breves para delitos tan importantes y tan graves. En su 
momento deberemos discutir estas cosas. 


SEÑOR BORDABERRY.- En primer término, esta es una ley del año 2004. Yo ingresé a esta casa en 
el año 2010. 


SEÑOR MIERES.- Era gobierno el Partido Colorado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con seguridad estas normas deben haber sido votadas por legisladores del 
Partido Colorado; de eso no tengo dudas. Es más, en el «cúmplase» de la ley debe estar mi firma 
como ministro, aunque no me ocupaba de estos temas y no tengo problema en decirlo. Aunque está de 
moda el cambio de opinión en muchos temas, yo no voy a cambiar de opinión porque no voté en aquel 
entonces y no estoy de acuerdo ahora. Se me podrá decir que en realidad esto ya fue votado, pero yo 
no lo voté. Por lo tanto, creo que tengo derecho a decir que no lo quiero votar. 


En segundo lugar, sin duda sé que no es el objeto de esto, pero el problema es que si lo voto 
estoy votando el artículo que establece dos años y ratificando aquello con lo que no estoy de acuerdo. 
Creo que en mi legítimo derecho como senador a manifestar que no estoy de acuerdo, puedo pedir que 
se desglose, se vote por numeral y decir que no voy a votar este por equis motivos y por no estar de 
acuerdo con esta disposición. Además, en algún momento tendremos que analizar si es conveniente 
establecer que a un menor que mata le prescriba el delito a los dos años. Creo que es poco. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a votar la modificación del artículo 103, numerales 1 y 2. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 103, numeral 3. 
(Se vota). 

—6 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 13, que modifica al artículo 104 y es el artículo 11 en la versión 
nueva. 


Léase el artículo 104. 
(Se lee). 


«Artículo 104. (Prescindencia de la acción penal).- En cualquier estado del proceso se podrá 
prescindir total o parcialmente de la persecución penal o limitarla a una o varias infracciones o limitarla 
a alguna de todas las personas que hayan participado del hecho, cuando: A) se trate de hecho que, por 
su escasa gravedad o lo exiguo de la contribución del partícipe, haga innecesario una medida 
definitiva. B) El adolescente haya sufrido a consecuencia del hecho, un daño físico o moral grave.» 


(Dialogados). 


SEÑORA PAYSSÉ.- Creo que está bien porque es una adecuación imprescindible, pero en el literal A) 
se leyó «Se trate de hecho» y debería decir «Se trate de un hecho» Por lo menos así aparece en el 
comparativo, pero de tantas versiones que tenemos no sé cómo estará en la original. Quiero decirle al 
señor senador Bordaberry que en el literal A) del CNA actual dice «Se trate de un hecho que por su 
escasa gravedad» y creo que no hay por qué modificarlo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me pongo en abogado del diablo y pienso qué pasaría si no fuera un solo 
hecho sino dos hechos de escasa gravedad. ¿En ese caso no se podría aplicar esta norma? 


SEÑORA PAYSSÉ.- El acápite es claro y dice: «En cualquier estado del proceso se podrá prescindir 
total o parcialmente la persecución penal o limitarla a una o varias infracciones o limitarla a alguna de 
todas las personas que hayan participado del hecho» y cuando después abre los literales hace 
referencia al acápite, que nombra la eventualidad de que ocurra más de un hecho. Dice «un hecho» 
porque en el acápite se establece que puede ser más de uno. Creo que está claro y por eso me afilio a 
dejarlo así. 


SEÑOR MIERES.- La redacción de todo el artículo mantiene siempre el singular. En el acápite 
menciona «que hayan participado del hecho», luego se trata de «un hecho» y al final dice «a 
consecuencia del hecho». Esto no significa que si esta circunstancia ocurrió en varios hechos no se 
aplique. No veo ningún problema y la referencia a que aparezca en singular es solo a modo de 
ejemplo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la modificación del artículo 
104. 


(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Recuerden que se eliminan una cantidad de modificaciones a los artículos del original. En el 
original faltan nueve artículos y en las modificaciones quedan solo tres artículos para votar. Los 


desglosados se considerarán el próximo martes. La comisión va a hacer un receso y continuará a la 
hora 15 y 30. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 12:24). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:44). 


—La comisión retoma la consideración del articulado. El artículo 14 del proyecto original 
sustituye el artículo 105 «Egreso y clausura de antecedentes». Se distribuyó por error y no tiene 
modificaciones. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—0 en 7. Negativa. 


Corresponde pasar a considerar el artículo 15 en la redacción original, que es la modificación 
del 109; no figura en la versión repartida hoy. Reitero que en el original es el artículo 15 y cambia lo 
que está en el artículo 109 del Código de la Niñez y Adolescencia, donde se establece lo siguiente: 
«Artículo 109 (Contenido de las audiencias). Las audiencias se documentarán con arreglo a lo 
establecido en el Artículo 139 del Código del Proceso Penal». Hay que votarlo negativamente y que 
quede lo que está vigente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—0 en 7. Negativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 15, que acabamos de votar en forma negativa, en realidad refiere 
a cómo se documentan las audiencias y remite al artículo 139 del Código del Proceso Penal. En lo 
personal, no le veo nada de malo a este artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos dejando lo establecido en la ley actual. 


SEÑOR BORDABERRY.- De entrada dijimos que la definición sobre el código que íbamos a aplicar 
quedaba para más adelante. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que entiendo es que venimos votando, como base, el proyecto de ley que 
figura en la parte derecha del comparativo. Al votar negativamente el artículo 15, se mantendría el 
artículo 109 tal cual está en el Código actual. 


SEÑOR BORDABERRY.- Siguiendo el mismo razonamiento, hoy desglosamos el artículo 1." de la 
propuesta que trajo el Frente Amplio, que establece que no se aplica el Código del Proceso Penal sino 


el Código de la Niñez y la Adolescencia. Es decir que no hemos tomado decisión acerca de si se aplica 
uno u otro código. Por consiguiente, pienso que deberíamos desglosar —y no votar negativamente— 
este artículo a la espera de lo que decidamos respecto al artículo 1.*. Esta es mi sugerencia. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero decir dos cosas. Primero, quisiera saber si al no modificar ese artículo 109 
anterior no estaríamos, de alguna manera, generando dificultades en cuanto a los mecanismos, porque 
allí se habla de audiencia preliminar, audiencia final, etcétera. 


Lo segundo que quiero decir es que en la modificación del artículo 402.4 —que votamos el otro 
día y ya pasó a la Cámara de Representantes—, hablamos de fijar el régimen de turno y luego se dice: 
«Igualmente tendrá competencia para establecer los medios técnicos a utilizar para el registro de 
audiencia (Artículo 139)». O sea que ahí también tocamos al artículo 139 pues nos referimos a él. 


Por otra parte, esto que votamos en contra también refiere al artículo 139 y aunque de una 
lectura que hago ahora no deduzco dificultades con el CNA ni con todo lo que es el proceso de 
adolescentes o menores de 18 años, tal vez hubiera preferido desglosarlo y hacer alguna aclaración. 
Lo que digo es que estoy de acuerdo con el señor senador Bordaberry porque, además, hay alguna 
referencia en lo que votamos el otro día que, de repente, no tenemos ahora en la versión del CPP de 
la que disponemos porque debemos agregar las modificaciones al artículo 402. Esas modificaciones no 
están en las referidas porque nos las acercaron previamente a la votación del artículo 402. 


Por lo tanto, con esta otra consideración adhiero al planteo del señor senador Bordaberry. 


SEÑORA AYALA.- Quiero decir algo en igual sentido. También iba a proponer el desglose porque en el 
artículo 109 original se hace alusión al artículo 76, que estamos modificando en el artículo 2.*. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, si no se hace uso de la palabra, se va rectificar la votación de23wl 
artículo 15, solicitando su desglose para su consideración en la próxima sesión. 


(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 16, que tiene que ver con la modificación del artículo 110, relativo 
al acceso al expediente. No hay una versión nueva de este artículo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: creo que este artículo va en la dirección del 110 actual, pero 
ajustándolo al nuevo proceso. En el artículo 110 actual se habla del trámite que podrá tener esto y se 
dice que el acceso al expediente será libre «a juicio del Juez y en atención al interés superior del 
adolescente», mientras que ahora se establece que el acceso al expediente también será libre «salvo 
casos excepcionales de reserva que se dispongan». Me parece que esto tiene un sentido 
proteccionista. No entiendo por qué no podemos votar la nueva redacción, salvo que sigamos 
considerando que sea a juicio del juez. 


SEÑOR MIERES.- La pregunta es: ¿por qué se elimina la referencia al juez? En realidad, tengo la 
impresión de que las decisiones en el proceso, más allá de las potestades que los fiscales puedan 
tener, no deben desaparecer. La referencia «a juicio del juez», que está en el original, pero que no 
aparece en la nueva versión, debería ser mantenida. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Acá hay dos modificaciones: una que explícitamente refiere al juez y, la otra, a la 
reserva, que en el artículo anterior no existe. Me parece que el hecho de que quede a texto explícito 
«de reserva que se dispongan» es garantista para los adolescentes, por lo que adhiero a que la 
reserva esté incluida. Ahora, no sé si la reserva tiene que quedar exclusivamente a decisión del juez, 
porque tiene que ver con todos los sectores involucrados. De todos modos, podemos consultar sobre 
este aspecto el próximo martes, cuando concurran a la comisión a asesorarnos. 


SEÑOR MIERES.- Lo que hay que determinar es quién dispone, y yo creo que no hay razón para que 
no siga siendo el juez el que disponga la reserva. No puede quedar indefinido; en la ley anterior era el 
juez el que lo establecía. 


La propuesta es que el artículo agregue: «salvo casos excepcionales de reserva que se 
dispongan a juicio del juez en atención al interés superior del adolescente». 


SEÑORA AYALA.- Me parece conveniente que se mantenga lo que está vigente y no introducir 
modificaciones porque ya está claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, podemos votar el artículo con la redacción sugerida por el señor 
senador Mieres, que dice, «salvo casos excepcionales de reserva que se dispongan a juicio del juez en 
atención al interés superior del adolescente». 


SEÑORA PAYSSÉ.- Si no hay acuerdo propongo que el artículo sea desglosado y sigamos avanzando. 
Yo creo que está bien que figure que es a juicio del juez, pero también es garantista incluir lo de la 
reserva porque estamos cambiando a un sistema de juicio público. Por lo tanto, hacer estas 
modificaciones es garantista y no daña. Repito: si no estamos de acuerdo, avancemos, hagamos la 
consulta y votamos en una próxima sesión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Habría que establecer lo siguiente: «Las partes y los técnicos designados 
durante el trámite, tendrán en todo momento, libre acceso al expediente, salvo casos excepcionales de 
reserva, a juicio del juez, en atención al interés superior del adolescente». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así fue como lo leí. 


SEÑORA AYALA.- Nosotros estamos pasando a un sistema acusatorio. En realidad, el juez va a 
disponer a solicitud de las partes; ellas son las que van a solicitar que se mantenga la reserva y el juez 
será quien lo determine. 


SEÑOR MIERES.- Quiero señalar que la actuación del juez está acotada; es el juez quien dispone, 
pero quien hace la solicitud puede ser una de las partes, el fiscal, el defensor. Me parece que queda 
claro que, con el agregado «a juicio del juez», se establece que es él quien dispone. Es decir, no se 
puede establecer la reserva por decisión unilateral de una de las partes. ¿O esa es la idea? 


SEÑORA AYALA.- Con la norma vigente, el juez dispone a su manera y nadie le va a decir nada, pero 
con el nuevo sistema no podrá disponer por sí, sino que será a solicitud de. Esa es la diferencia. 


De todos modos, este artículo se puede desglosar y lo definimos después. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Advierto que cuanto más profundicemos el análisis, de menor envergadura 
será la decisión que debamos adoptar el martes. 


SEÑOR MICHELINI.- La reserva que dispone el juez, ¿es a título propio o a pedido de las partes? Eso 
es lo que debemos resolver. En el caso de que sea a pedido de las partes, la redacción no estaría bien. 
En ese caso, lo mejor sería desglosar este artículo, dejarlo pendiente para el próximo martes y discutir 
si se considera que el juez puede disponer la reserva a título propio. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Estoy de acuerdo con que se desglose como forma de no generar un contencioso 
interminable, pero quiero decir que el nomen juris es: «Acceso al expediente. La reserva se refiere al 
acceso al expediente, no a otra cosa. 


Me parece que con el cambio de sistema no está mal que nos hagamos cargo de esta 
modificación con la que, como explicaba la señora senadora Ayala, se alteran los términos en los que 
ahora podrá disponer, que son diferentes a los que regían hasta ahora, pero el nomen juris, como dije 


antes, habla del acceso al expediente. Además, me parece que establecer a texto expreso la reserva 
es garantista. 


SEÑORA AYALA.- Una redacción posible sería: «salvo casos excepcionales de reserva que disponga 
el juez a solicitud de las partes». Quizás de esta manera podemos salvar las diferencias y dejar resulto 
el tema. 


SEÑOR MICHELINI.- A solicitud de las partes el juez dispone, pero las partes, ¿después no tienen 
acceso al expediente? No digo que se piense eso, sino que me parece que deberíamos cuidar la 
redacción. Por eso me parece que lo mejor es que lo desglosemos y lo dejemos pendiente para el 
martes próximo, sobre todo porque este no es el único artículo por el que no se aprueba ahora el 
proyecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pues bien, queda desglosado el artículo y haremos llegar a quienes 
concurran el martes próximo la versión taquigráfica, donde queda constancia de nuestras dudas. 


Se va a votar el desglose del artículo 16. 
(Se vota). 
8 en 8.- Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde pasar a la consideración del artículo 17, por el que se modifica el 111, que figura 
en el artículo 12 del repartido entregado hoy. 


Léase el texto original. 
(Se lee). 


“ARTÍCULO 111. (Notificaciones preceptivas).- Cuando a un adolescente se le restrinja o prive 
de su libertad ambulatoria, la fiscalía y el tribunal procurarán que se notifique de inmediato a los 
padres o representantes legales”. 


—En consideración. 


SEÑOR MIERES..- Pregunto si no se debe notificar al defensor porque en la ley original se preveía: «a 
su defensor, al Ministerio Público» —ahora no correspondería porque es quien tiene la iniciativa- «y a 
los padres o representantes legales». 


Mi propuesta, entonces, es que se notifique: «a su defensor y a los padres o representantes 
legales». 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor senador Mieres propone la siguiente redacción: «que se notifique 
de inmediato a su defensor y a los padres o representantes legales». 


SEÑORA PAYSSÉ.- No me gusta ni me parece garantista “empleo este término una vez más— que se 
diga «procurarán» porque el texto original dice «dispondrá». Creo que debe ser taxativo, o sea, 
«dispondrá la notificación al defensor y a los padres o representantes legales». El verbo «procurar» 
implica una intención, una expresión de deseo, y me parece en este caso debe emplearse un verbo 
categórico. 


SEÑOR BORDABERRY.- Muchas veces no se encuentra a los padres del adolescente, y si dice que 
se notificará de inmediato y después no se notifica, quizás el proceso quede suspendido o paralizado. 
Creo que quien redactó esta norma utilizó la expresión «procurarán que se notifique de inmediato» 


teniendo en cuenta esa situación. ¿Qué pasa si el padre del adolescente está en el departamento de 
Artigas, en Quaraí o en otro lugar y no lo encuentran? No se notifica y ¿qué sucede con el proceso? En 
lo personal «procurarán» me hace el mismo ruido, pero me parece que ese debe ser el motivo por el 
cual se incluyó. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se han presentado dos modificaciones: el cambio de «procurarán» por 
«dispondrán», y que también se notifique de inmediato a su defensor. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Cuando digo «dispondrán», es independiente de si lo encuentran o no. Lo que 
hay que hacer es notificar y, si no se pudo, se dejará constancia de que no se pudo, pero lo imperativo 
debe ser notificar a los padres o responsables. Es una cuestión totalmente garantista y además se trata 
de menores de edad. No creo que cambiar de lo inquisitivo a lo acusatorio implique diluir esa obligación 
—que es imperiosa— de que los adolescentes tengan figuras responsables de ellos. No entiendo por qué 
diluirlo. Voy a insistir con que la notificación sea taxativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que hay que establecer «dispondrán» y «notifique de inmediato a los 
padres o representantes legales»; es a uno o a otro. 


SEÑOR MIERES.- Cuando habla de representantes legales, refiere a padres o tutores y no al 
defensor. 


SEÑOR MICHELINI.- Sugiero que se agregue una «o», es decir, notifique de inmediato a los padres, 
los representantes legales o el defensor correspondiente. Por lo menos uno de ellos sabrá que ese 
menor está privado de libertad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si en la norma decimos que se debe notificar a los padres, me pregunto si 
es al padre y a la madre o alcanza con uno de ellos. ¿Cómo se los ubica? En caso de que el 
adolescente no sepa dónde están sus padres ¿se libran edictos públicos para encontrarlos? Hago este 
planteo para tratar de aclarar la norma. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Esa duda que plantea el señor senador Bordaberry tiene que ver también con el 
texto actual del CNA. La redacción que allí aparece dice exactamente lo mismo cuando expresa « y a 
los padres o representantes legales». Por lo tanto, eso es ley. Lo que planteamos es que se mantenga 
pero con otro verbo. 


Ahora bien; podemos discutir de vuelta todo el CNA. Creo que en esta situación de arreglos 
familiares complejos, en general, la normativa habla de padres o de representantes legales. Esto 
ocurre no solo en el CNA sino también en otras normas legales. Por lo tanto, agregaría «a su defensor 
» y luego seguiría igual: «y a los padres o representantes legales». 


SEÑOR MICHELINI.- Si llevamos cada norma al máximo de la casuística, no vamos a poder avanzar. 
Hoy existe una práctica aceptada en relación al manejo de los menores, en la que el juez dispone la 
notificación, por parte de la policía, al defensor, al Ministerio Público y a los padres. El manejo de los 
adultos con los menores es un tema muy complejo. Si aflojamos con el verbo «procurará», después se 
van a diluir las responsabilidades. 


Acá lo que queda es que la Fiscalía y el tribunal dispondrán la notificación inmediata a los 
padres o representantes legales y a su defensor. Ahora bien; si la Fiscalía ya notificó, al igual que el 
tribunal, me queda la duda de si tiene que haber dos informaciones sobre esa restricción de la libertad 
O si alcanza solo con una. 


SEÑOR MIERES.- Obviamente, en la práctica y en la casuística deben existir situaciones más que 
complicadas de padres que no aparecen, que nunca se conocieron, etcétera. Lo que uno establece es 
una norma general que además no tiene efectos suspensivos. Es una notificación preceptiva; eso sí. 
Por lo tanto, se tiene que buscar la notificación. Si se agrega al defensor, además, se asegura esa 


garantía porque al habérselo designado, se lo va a poder notificar. De esa forma, salvaguardamos 
ciertas garantías. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que tengo el deber de hacer una advertencia, más allá de que se 
escuche o no. Este capítulo se llama «De las comunicaciones procesales» y el título del artículo es 
«Notificaciones preceptivas». Normalmente, la falta de notificación preceptiva en un proceso es 
sancionada con la nulidad de los actos posteriores a esa notificación que falta. Al impedido con justa 
causa no le corre plazo. 


Acá estamos diciendo que se dispondrá la notificación de inmediato a los padres. Si no 
encuentran al padre y a la madre sí, se sigue adelante con el procedimiento, se dispone la sanción o lo 
que sea y de pronto aparece el padre y dice que no lo notificaron y que de ahora en adelante quiere 
que se le den noticias al respecto, ¿qué ocurre? Es una notificación preceptiva. ¿Alcanza con notificar 
al padre? ¿Alcanza con notificar solamente a la madre? ¿Alcanza con notificar a uno o a otro o hay que 
notificar a los dos? ¿Qué sucede si no encuentran a uno de los padres? Esta es una realidad bastante 
más común de lo que nos imaginamos hoy en día, es la matriz de lo que estamos viendo. Entonces, si 
lo dejamos abierto a los padres ¿alcanza con que se notifique a uno de ellos? Un abogado chicanero 
puede agarrarse de estas cosas. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Entiendo que como el título del capítulo se denomina «comunicaciones 
procesales» y este tiene el nomen ¡urís «notificaciones preceptivas» lo que se pretende es que se 
notifique y esta nada tiene que ver con la prosecución del trámite que puede decidir el tribunal, 
simplemente, es para que estén notificados los adultos responsables del niño, niña o adolescente, y 
acá estamos agregando al abogado defensor. Pero esto no inhabilita ni cambia los tiempos que están 
establecidos para la tramitación correspondiente de las decisiones que pueda tener el tribunal en 
cuanto si se restringe o priva de su libertad ambulatoria al adolescente. Esto tiene que ver con 
comunicaciones que no condicionan el trámite a seguir, simplemente, porque consideramos que tienen 
que estar notificados los responsables del adolescente y, consecuentemente también el abogado 
defensor. Es por ahí donde creo que va el Código de la Niñez y la Adolescencia original y esta norma 
que estamos buscando modificar. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, la patria potestad la ejercen los padres y no se dice si es la madre o el 
padre, salvo el caso de que se le retire a alguno de ellos, pero tampoco entraría en la norma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase este artículo 111 tal como ha quedado redactado con las 
modificaciones. 


(Se lee). 


«Artículo 111. (Notificaciones preceptivas). Cuando a un adolescente se le restrinja o prive de 
su libertad ambulatoria, la fiscalía y el tribunal dispondrán que se notifique de inmediato a su defensor y 
a los padres o representantes legales». 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—7 en 8. Afirmativa. 


Pasamos a considerar el artículo 18 que es una modificación del 112 y aunque no haya 
redacción en la versión que nos fue entregada hoy la secretaría me informa que deberíamos 
considerarlo de cualquier manera porque es necesaria una modificación del régimen de notificaciones. 


Léase la modificación del artículo 112. 
(Se lee). 


«Artículo 112 (Régimen de notificaciones).- Se aplicará el régimen previsto por el Código del 
Proceso Penal». 


(Dialogados). 


—Me informa la secretaría que, efectivamente, en el Código del Proceso Penal aparece todo el 
régimen de notificaciones incluyendo la ficta, etcétera. 


Estamos ahora en los artículos 114 (Comunicaciones nacionales e internacionales), 115 
(Actos que se notifican) y 116 (Forma de las notificaciones). Adaptaríamos esto del 112 del CNA y lo 
trasmitiríamos a los artículos 114, 115 y 116 del nuevo Código del Proceso Penal. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—7 en 8. Afirmativa. 


El artículo 19, que sustituye el artículo 114 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Régimen 
complementario), remite —al igual que el anterior— a las disposiciones del Código del Proceso Penal 
vigente. 


Léase lo propuesto en el artículo 114. 
(Se lee). 


«ARTÍCULO 114. (Régimen complementario).- Las disposiciones del Código del Proceso 
Penal se aplicarán en todo lo no previsto por este Código para el proceso de adolescentes infractores a 
la ley penal». 


—En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pienso que el desglose del artículo 1.2 condiciona la aprobación de este 
artículo también. Si vamos a decir que se aplica el Código del Proceso Penal, no vamos a indicar que 
la norma supletoria se aplica en el caso de que no se aplique aquel. Me parece, pues, que lo lógico es 
desglosarlo y juntarlo con la decisión que tomemos sobre el artículo 1.*. Pediría, por tanto, su desglose. 


SEÑORA PAYSSÉ.- No es necesario. 


SEÑORA AYALA..- En realidad, este artículo dice que en lo que no esté previsto en el Código de la 
Niñez y la Adolescencia regirá lo del Código del Proceso Penal. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es la misma discusión. 


En el caso de la primera modificación —o sea, el artículo 1, por el que se sustituye el artículo 
75 del Código de la Niñez y la Adolescencia—, se dice: «En todos los casos en que se investigue la 
responsabilidad del adolescente, el procedimiento se ajustará a lo establecido por este Código y en 


forma subsidiaria para lo no previsto por lo dispuesto en el Código del Proceso Penal, ley N* 19.293 de 
19 de diciembre de 2014 y sus modificativas, con excepción de lo establecido en los artículos 272 y 
273 del Título ll, Libro Il del referido cuerpo normativo». Nosotros dijimos que dependiendo de si 
votamos este artículo, se va a aplicar uno u otro. 


Por ende, acá estamos diciendo que uno es supletorio y todavía no decidimos si aplicamos 
uno u otro. No podemos aprobar algo si no sabemos qué vamos a hacer con lo otro. Por una cuestión 
de coherencia, me parece que deberíamos evitarlo. 


SEÑOR MIERES.- Solicito que se desglose. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el desglose del artículo 19. 
(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasamos al artículo 20, por el que se sustituye el artículo 115 (Infracciones reiteradas). 
Léase. 
(Se lee). 


«ARTÍCULO 115. (Infracciones reiteradas).- En los casos de infracciones reiteradas, los 
procesos se tramitarán por los tribunales competentes hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de 
la unificación de las medidas impuestas, la que se realizará en vía incidental. 


En los lugares donde no existan tribunales de ejecución, serán competentes el tribunal y la 
fiscalía que hubieran entendido en la última causa iniciada, entendiéndose por tal, aquella en que fue 
formalizada judicialmente, independientemente de la fecha de su comisión». 


—En consideración. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—El inciso dirá: «En los lugares donde no existan tribunales de ejecución serán competentes el 
tribunal y la fiscalía que hubieran entendido en la última causa formalizada judicialmente 
independientemente de la fecha de su comisión». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa al artículo 21. Se trata de una modificación del artículo 116, que refiere a las medidas 
de diferente naturaleza. 


Propongo leer por inciso este artículo para ir viéndolos con las modificaciones propuestas. 


Léase. 


(Se lee). 


«ARTÍCULO 116. (Medidas de diferente naturaleza). Cuando deban acumularse medidas de 
diferente naturaleza, se procederá a discriminar unas de otras, acumulándolas a la causa en que se 
sustancia el cúmulo; sin que opere confusión entre las mismas. 


Realizada la operación anterior, el aumento a que refiere el Artículo 54 del Código Penal se 
aplicará solo en los casos que resulten medidas de igual naturaleza dispuestas por dos o más 
sentencias». 


—Hasta ahora no hay ningún cambio. Continuamos con la lectura. 


«Si de la sentencia de unificación resultaren acumuladas medidas privativas y no privativas de 
la libertad; se cumplirán en primer término aquéllas y finalizadas que fueren o sustituidas por medidas 
no privativas, se procurará en lo posible cuando haya saldo a cumplir; que se fije la misma naturaleza 
de las medidas y se procederá a realizar una segunda unificación entre las no privativas de libertad, 
aplicándose en tal caso, el régimen del Artículo 54 del Código Penal». 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Estamos ante la posibilidad de contar con una redacción más clara del tercer inciso del 
artículo 116. 


SEÑOR BORDABERRY.- La propuesta es la siguiente: «Si de la sentencia de unificación resultaren 
acumuladas medidas privativas y no privativas de la libertad se cumplirán en primer término las 
privativas. 


Finalizadas que fueren las medidas privativas o sustituidas por medidas no privativas se 
procurará, en lo posible cuando haya saldo a cumplir, que se fije la misma naturaleza de las medidas y 
se procederá a realizar una segunda unificación entre las no privativas de libertad. 


En este último caso se aplicará el régimen del Artículo 54 del Código Penal». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo con esa redacción, pero creo que la expresión «cuando 
haya saldo a cumplir» debería ir entre guiones. Además, me parece que habría que decir «se proceda 
a realizar una segunda unificación», en lugar de «se procederá a realizar» para ayudar a que haya una 
mejor redacción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Inclusive, en lugar de «se procederá a realizar», podría decirse «se realizará 
una segunda unificación entre las no privativas de libertad». 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero resaltar un detalle del texto actual. ¿Es necesario poner «se procurará en 
lo posible»? ¿La palabra «procurará» no implica ya la posibilidad? Digo esto por la redundancia de 
términos. ¿No es suficiente con poner «se procurará»? ¿Hay que poner además «en lo posible»? 
¿Quién establece la subjetividad de lo posible? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se me ocurre que podría decirse: «Finalizadas que fueren las medidas 
privativas o sustituidas por medidas no privativas, se procurará, cuando haya saldo a cumplir, que se 
fije la misma naturaleza de las medidas y se realice una segunda unificación entre las no privativas de 
libertad». 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Propongo seguir adelante, pues aún no hemos votado nada, estamos considerando el 
artículo 116. 


Léase el inciso a continuación. 
(Se lee). 


«Todo sin perjuicio de que alcanzada la finalidad de las medidas socioeducativas impuestas, 
se proceda al cese o suspensión de las mismas según fuere el caso». 


—En consideración. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Propongo comenzar el inciso en: «Alcanzada la finalidad». Una oración no puede 
empezar por «todo». 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑORA PRESIDENTA.- La comisión considera que el cuarto inciso del artículo 116, que refiere a que 
cuando finalizan las medidas educativas, estas cesan, es redundante y por consiguiente se elimina. 


Léase el inciso siguiente. 
(Se lee). 


«Si un adolescente, de acuerdo a los informes técnicos de evaluación, hubiere cumplido con 
la finalidad socioeducativa impuesta en una de las causas pendientes de unificación; el tribunal 
competente, de oficio o a solicitud de parte, traerá todas las causas acumuladas para su consideración 
y si así fuere dictaminado, por el principio integral del adolescente, dispondrá el cumplimiento y cese de 
las medidas en cada una de ellas y el consecuente archivo de las mismas». 


—En consideración. 

(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 

—Léase nuevamente el párrafo a consideración, con las modificaciones sugeridas. 
(Se lee). 


«Si un adolescente, de acuerdo a los informes técnicos de evaluación, hubiere cumplido con 
la finalidad socioeducativa impuesta en una de las causas pendientes de unificación, el tribunal 
competente, de oficio o a solicitud de parte, traerá todas las causas acumuladas para su consideración 
y podrá disponer el cumplimiento y cese de las medidas en cada una de ellas y el consecuente archivo 
de las mismas». 


—En consideración. 
Francamente, tenemos dudas. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR MIERES.- Creo que lo mejor sería desglosar este artículo, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo, pero antes la presidencia quiere dejar constancia de lo 
siguiente. Eliminamos el cuarto párrafo y, con respecto al quinto —referido a que cuando el 
adolescente cumple con la finalidad socioeducativa impuesta en una de las causas, entonces el 
tribunal competente pide que se acumulen las causas y después, en caso de que haya dictamen, 
determina el cumplimiento y cese de la medida—, debemos consultar a quienes elaboraron la 
redacción acerca de si el «dispondrá» podría cambiarse por «podrá disponer». En ese sentido, nos 
preguntamos por qué es tan preceptivo que se disponga el cese de las medidas, que obliga al juez a 
tomar en cuenta la recomendación técnica que se da. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pero, si con una causa alcanza, ¿para qué unificarlas? Si se cumple una, 
automáticamente cesa y ya está. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría que quienes redactaron esta norma me aseguraran que esa es 
la interpretación que se buscó dar a esto. Es claro que aquí hay muchas causas y en todas ellas se 
han dispuesto medidas socioeducativas. A partir de eso, habría dos interpretaciones: la primera es que 
si cumple con la finalidad socioeducativa en una, se terminan todas, y la otra interpretación es que 
cumplida en esa, debe cumplirse en las otras y recién ahí se dispondrá el cese del archivo. 


Creo que tal como está redactado, permite las dos interpretaciones; cuando dice que 
dispondrá el cumplimiento —o sea que el juez va a disponer el cumplimiento— y cese de las medidas. 
Bueno, en realidad, hay una contradicción, porque dispone el cumplimiento y el cese. Me gustaría que 
me explicaran eso. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Creo que habría que sustituir la «y» por una «o», para que quede «dispondrá el 
cumplimiento o el cese de las medidas». 


SEÑOR BORDABERRY.- Me gustaría que se pudiera profundizar un poco este tema antes de tomar 
una decisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estamos de acuerdo con desglosar todo el artículo y consultar a 
quienes redactaron este inciso acerca de cuál es realmente el objetivo perseguido. 


En consideración el artículo 15. 


SEÑORA AYALA.- Quiero hacer una apreciación. En realidad, este artículo 15 se dejó sobre la mesa 
para trabajarlo ante la solicitud de algunos. No es algo que planteemos como bancada. Lo dejamos 
arriba de la mesa para que todos ustedes nos digan si les parece o no pertinente anexarlo a este 
trabajo que venimos haciendo. En definitiva, no es algo que traigamos como para llevarlo adelante, 
sino para estudiarlo entre todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Veamos. El último artículo que tenemos en el proyecto de ley a 
consideración es el 22, que propone incorporar el artículo 76 bis, sobre competencia, cuyo texto 
expresa: «Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal especializados en Adolescentes, 
serán competentes para entender en los casos referidos en el artículo 25.1 del Código del Proceso 
Penal, en los que resulten imputados adolescentes o acumulativamente adultos y adolescentes». Ese 
es el artículo a considerar. Y acá tenemos la modificación a la ley orgánica de los tribunales, que es el 
artículo 15, que trata de primera instancia y segunda instancia. 


SEÑORA AYALA.- Es a este artículo 15 que me refería. A solicitud de algunas personas es que lo 
ponemos arriba de la mesa para ver si podía ser discutido, pero no es una propuesta que traigamos 
como bancada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Senadora Ayala: ¿el artículo 15 sustituye al 22? 


(Dialogados). 


SEÑORA AYALA.- No. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Nosotros tenemos en el proyecto ingresado en la comisión un artículo 22. Si no lo 
vamos a considerar, tenemos que votarlo en contra, como hicimos con otros artículos, que dijimos que 
no iban. 


(Dialogados). 
SEÑORA AYALA.- Yo no me estoy refiriendo al artículo 22. 
(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el artículo 22. ¿Hay alguna propuesta para que se vote 
negativamente? ¿Y por qué? 


SEÑORA PAYSSÉ.- En lo personal, no tengo una propuesta para votar negativamente. Se me dijo que 
no iba. Entonces, quiero saber por qué no va, y si no va, hay que votarlo en contra porque está 
ingresado en la comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado lo avanzado de la hora y el cansancio que tenemos todos, propongo 
desglosar los dos artículos, el 22 y el 15, que son de competencia en estos temas, y tratarlos en la 
sesión del martes que viene. 


(Apoyados). 
—Se levanta la sesión. 


(Son las 17:08). 


Linea del vie de náaina 
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